Radicación: 660013187 001 2020 00066 01
Accionante: Sairo Machado Córdoba
Accionado: Unidad de Víctimas 

Decisión:  Revoca

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VIDA DIGNA / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENAR EL PAGO / DEBE CUMPLIRSE TRÁMITE DE PRIORIZACIÓN.
En el presente asunto, el accionante acudió a la acción de amparo para obtener respuesta a un derecho de petición por medio del cual solicitaba se le informara la fecha en qué le sería pagada la indemnización administrativa que le fuera reconocida desde el mes de septiembre del año 2019; sin embargo, al parecer el Juzgado de primer nivel entendió que él estaba reclamando el pago inmediato de la mencionada reparación. (…)
… en términos generales, la acción de amparo no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas o ayudas humanitarias como víctimas de la violencia o el desplazamiento forzado, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que las instancias administrativas como la UARIV resuelvan su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercute en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran en iguales o peores condiciones a las narradas por el accionante. (…)
En ese orden de cosas, las explicaciones brindadas por esa entidad en su escrito de impugnación, a la Sala le resultan comprensibles, básicamente porque para nadie es un secreto que, muy infortunadamente, el universo de las víctimas en Colombia es amplísimo y eso ha generado desde la creación de la UARIV un sinnúmero de dificultades logísticas a la hora de intentar brindar protección a todos quienes han necesitado de ella, pero, lejos de empezar a justificar la conducta asumida por esta entidad, que sí desconoció cuando menos el derecho fundamental de petición de la parte accionante, vemos que en esta ocasión, la razón de fondo para no hacer entrega inmediata del dinero reconocido es la necesidad de cumplir trámites administrativos necesarios para ello, como es la verificación de la situación socioeconómica del accionante, que indiquen que en su caso existe la imperiosa necesidad de ser priorizado para recibir el pago de lo ya reconocido.
Y es que el fallador de primera instancia no tuvo en cuenta que el señor SAIRO MACHADO, ni siquiera oficiosamente acreditó encontrarse en una situación tal, más allá de su condición de víctima de desplazamiento forzado, que lo ponga en una situación de necesidad o vulnerabilidad extrema que justifique que su solicitud sea priorizada y por ende atendida con más presteza que la de muchas otras víctimas que como él, están a la espera del tan anhelado pago de la indemnización administrativa.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV, Dr. Vladimir Martín Ramos, en contra del fallo de tutela mediante el cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en las calendas del 22 de diciembre de 2020, tuteló el derecho fundamental de petición del señor SAIRO MACHADO CÓRDOBA. 

ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Informó el libelista que desde el año 2013 fue reconocido como víctima del conflicto armado, que posteriormente se le informó que tenía derecho a la reparación administrativa, razón por la cual el 29 de octubre de 2020, remitió derecho de petición ante la UARIV solicitando se le informara la fecha en que se le pagaría la mencionada indemnización.

De acuerdo con los hechos relacionados atrás, el señor SAIRO pidió la protección de sus derechos fundamentales a la vida digna y petición, y como consecuencia de ello, se le ordene a la UARIV que proceda a pagarle la indemnización administrativa a que tiene derecho sin más dilaciones.
ANTECEDENTES PROCESALES: 

El Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 10 de diciembre de 2020, en dicha disposición ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la UARIV para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.   

La Unidad de Víctimas dio respuesta al requerimiento del despacho, informando que en efecto al accionante se le reconoció desde el mes de septiembre del año 2019 el derecho a ser indemnizado administrativamente, de la misma manera en el mes de julio de 2020, se le informó que teniendo en cuenta la disponibilidad presupuestal con que contaba la entidad para el pago de las indemnizaciones, y la cantidad de víctimas a indemnizar, no era posible proceder a incluirlo a él en la vigencia de ese año. Situación que le fuera reiterada mediante oficio del 11 de diciembre de 2020. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de instancia decidió mediante sentencia del 22 de diciembre de 2020, tutelar los derechos fundamentales invocados por el accionante y en razón de ello, ordenarle a la UARIV que en el improrrogable término de 15 días contados a partir de la notificación de la decisión procediera a pagarle al señor SAIRO MACHADO CÓRDOBA la indemnización administrativa a que tiene derecho. 
El A-quo llegó a la conclusión de que era necesario proteger los derechos fundamentales invocados por la parte accionante, por cuanto al ser las víctimas de desplazamiento forzado sujetos a quienes se les reconoce una calidad de vulnerabilidad manifiesta, es necesario que la judicatura no sea indolente ante la situación actual del actor, por lo cual ese estado de indeterminación en que los coloca la UARIV al no definirles con claridad a las víctimas el momento en que serán indemnizadas, las pone en una situación aún más penosa de la que han tenido que transitar; bajo esa perspectiva, es evidente que no existe ningún otro mecanismo de defensa judicial para pedir el pago de lo pedido y por ende es el juez de tutela el llamado a proceder a ello. 
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con lo decidido por el Despacho A Quo, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV presentó en término un memorial de impugnación en el que pidió que se revoque la decisión y en su lugar se nieguen las pretensiones del accionante.

El impugnante expresó que, con lo ordenado por el fallador de primera instancia, no solo se está desconociendo el trámite administrativo que se debe seguir al interior de la entidad para proceder a realizar los pagos de las indemnizaciones a las víctimas, sino que además se vulnera el derecho a la igualdad de las demás personas que como él están esperando esa subvención del Estado. Además de ello, considera que la decisión recurrida carece de suficiente motivación. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asiste razón al Despacho de primer nivel, al concluir que la UARIV vulneró los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante; o si como lo ha dicho la encartada en su escrito de impugnación, el fallo de tutela cuestionado es contrario a derecho, y merece su revocatoria. 

3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

En el presente asunto, el accionante acudió a la acción de amparo para obtener respuesta a un derecho de petición por medio del cual solicitaba se le informara la fecha en qué le sería pagada la indemnización administrativa que le fuera reconocida desde el mes de septiembre del año 2019; sin embargo, al parecer el Juzgado de primer nivel entendió que él estaba reclamando el pago inmediato de la mencionada reparación.
Sobre el particular, vemos que el Despacho de primer nivel tácitamente consideró que se cumplía el lleno de los requisitos para la procedencia de la tutela con dichos fines resarcitorios, porque si bien su análisis estuvo centrado en la ausencia de respuesta de una petición a una persona de especial protección por su calidad de víctima, en últimas le concedió a la UARIV un plazo de 15 días para hacer efectivo el pago de la medida de reparación que mediante resolución No. 04102019-44171 del 19 de septiembre de 2019 reconociera en su favor.  
Para la Sala, dicha perspectiva del problema jurídico no fue muy acertada, por cuanto a pesar de existir ciertas personas que por sus condiciones particulares pueden ser considerados como sujetos de especial protección constitucional, este status, en principio, lo adquieren como regla general las personas que han sido víctimas de desplazamiento forzado, ello no puede convertirse en un pretexto para solicitar auxilios económicos en cualquier tiempo a través de acciones diversas a las legalmente consagradas para esos fines, y que la Judicatura se encuentre en el deber de otorgar ese tipo de reconocimientos sin la certeza del cumplimiento de unos requisitos mínimos, máxime cuando, como ya se dijo, la calidad de sujeto de especial protección en general la ostentan todas las personas reconocidas como víctimas, eso sí, algunas en mayor o menor grado. 
Entonces, en términos generales, la acción de amparo no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de la indemnizaciones administrativas o ayudas humanitarias como víctimas de la violencia o el desplazamiento forzado, en especial porque en ese tipo de casos hay un considerable número de personas esperando su turno y realizando los trámites correspondientes para que las instancias administrativas como la UARIV resuelvan su situación, por lo que permitir que lo deprecado se otorgue en sede de tutela, indudablemente repercute en la vulneración de los derechos de terceros que se encuentran en iguales o peores condiciones a las narradas por el accionante.

Sobre el particular, dijo la Corte Constitucional en Sentencia T – 945 A de 2008: 

“Visto así el problema, incluso sujetos de especial protección constitucional necesitados de una pronta decisión judicial podría verse desplazados por otros menos vulnerables que sin embargo presentaron su requerimiento de prelación con mayor prontitud y obtuvieron, por esa sola razón, un fallo inmediato. Un riesgo adicional que se corre si las prelaciones que se solicitan por vía de tutela no se conceden en circunstancias excepcionalísimas es el de la creación por esa vía de listados prevalentes paralelos que podrían verse afectados por una congestión similar.”
En ese orden de cosas, las explicaciones brindadas por esa entidad en su escrito de impugnación, a la Sala le resultan comprensibles, básicamente porque para nadie es un secreto que, muy infortunadamente, el universo de las víctimas en Colombia es amplísimo y eso ha generado desde la creación de la UARIV un sinnúmero de dificultades logísticas a la hora de intentar brindar protección a todos quienes han necesitado de ella; pero, lejos de empezar a justificar la conducta asumida por esta entidad, que sí desconoció cuando menos el derecho fundamental de petición de la parte accionante, vemos que en esta ocasión, la razón de fondo para no hacer entrega inmediata del dinero reconocido es la necesidad de cumplir trámites administrativos necesarios para ello, como es la verificación de la situación socioeconómica del accionante, que indiquen que en su caso existe la imperiosa necesidad de ser priorizado para recibir el pago de lo ya reconocido.

Y es que el fallador de primera instancia no tuvo en cuenta que el señor SAIRO MACHADO, ni siquiera oficiosamente acreditó encontrarse en una situación tal, más allá de su condición de víctima de desplazamiento forzado, que lo ponga en una situación de necesidad o vulnerabilidad extrema que justifique que su solicitud sea priorizada y por ende atendida con más presteza que la de muchas otras víctimas que como él, están a la espera del tan anhelado pago de la indemnización administrativa. 
Desde ese punto de vista, la Sala considera que lo correcto en esta ocasión será revocar la decisión de instancia, para en su lugar, declarar la improcedencia de la solicitud de amparo en lo relacionado con la pretensión específica formulada por el accionante, y declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, por cuanto revisada la comunicación que la entidad encartada le enviara al libelista el 11 de diciembre de 2020, se puede observar que allí le dicen que aunque no le pueden dar una fecha cierta en la cual le desembolsaran los dineros a que tiene derecho como indemnización, si le pueden indicar que su caso será nuevamente evaluado en el 2021, para ver si es posible que en esta vigencia si le sea pagado lo pedido.
Lo anterior, aunque no le puede dar al actor la certeza de cuándo recibirá lo que reclama, si hace evidente que la entidad ha estado presta a atender sus requerimientos y su situación, sin crearle falsas expectativas respecto a cuándo recibirá el dinero al que aspira; y que por lo menos su caso es analizado en cada vigencia para saber si es posible incluirlo dentro del listado de pagos a realizar en la misma. Así las cosas, lo que debe hacer el señor SAIRO, es que si considera que por su edad, por su condición de salud u otra razón, deba ser priorizado su caso para ser incluido en los pagos que se harán a las víctimas en el año avante, deberá presentar solicitud ante la accionada con los soportes necesarios que acrediten esa condición especial en que se encuentra, para que su caso sea estudiado a la luz de esas nuevas circunstancias. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Pereira en la acción de tutela formulada por el señor SAIRO MACHADO CÓRDOBA; para en su lugar, DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL de objeto por hecho superado, en lo que respecta al derecho fundamental de petición invocado, ello por las razones descritas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
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